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COMISION PRIMERA CONSTITUCIONAL 

PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 001 DE 2016CÁMARA “POR EL CUAL    SE MODIFICA LA LEY 130 DE 1994, EN MATERIA DE FINANCIACIÓN DE LAS CAMPAÑAS DE LOS CANDIDATOS A LAS JUNTAS ADMINISTRADORAS LOCALES”.
Bogotá, D. C., noviembre de 2016

Doctor
TELESFORO PEDRAZA ORTEGA 

Presidente Comisión Primera
Honorable Cámara de Representantes
Ciudad

Asunto:
Ponencia Para Primer Debate Al Proyecto De Ley No. 001 De 2016 Cámara “Por El Cual    Se Modifica La Ley 130 De 1994, En Materia De Financiación De Las Campañas De Los Candidatos A Las Juntas Administradoras Locales”.
Respetado Presidente y Miembros de la mesa directiva,

En los términos de los artículos 150, 153 y 156 de la Ley 5ª de 1992, luego de la audiencia publica desarrollada en el recinto de la Comisión Primera día jueves 10 de  noviembre de  2016, y en Cumpliendo de la honrosa designación como ponentes, emanada de esa directiva, nos permitimos rendir informe de ponencia para primer debate al Proyecto de Ley No. 001 De 2016 Cámara “Por El Cual    Se Modifica La Ley 130 De 1994, En Materia De Financiación De Las Campañas De Los Candidatos A Las Juntas Administradoras Locales”.

La ponencia consta de siete (07) títulos, así:
I. ORIGEN Y ANTECEDENTES DEL PROYECTO DE LEY
II. OBJETO Y CONTENIDO  DEL PROYECTO DE LEY

III. ARGUMENTOS DEL HONORABLE AUTOR
IV. MARCO NORMATIVO
V. CONSIDERACIONES GENERALES DE LOS PONENTES
VI. PROPOSICIÓN

VII. TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE

HUMPRHEY ROA SARMIENTO


BERNER ZAMBRANO  ERASO                               
Representante a la Cámara


Representante a la Cámara

I. ORIGEN Y ANTECEDENTES DEL PROYECTO DE LEY

El Proyecto de ley número 001 de 2016 Cámara fue radicado el 20 de julio de 2016 en la Secretaría General de la Cámara de Representantes. El autor de la iniciativa es: H.R. NICOLAS DANIEL GUERRERO MONTAÑO. 

La Comisión Primera Constitucional Permanente de la Cámara de la Representantes recibe el expediente del proyecto de ley el 10 de agosto de 2016 y nos designa como ponente para primer debate.           
La presidencia de  la Comisión primera  cito a una audiencia el día jueves 10 de  noviembre de  2016, en las instalaciones de  la Comisión invitando a el Sr. Ministro de Hacienda y Crédito Público, a la Federación Nacional de Ediles de Colombia, Juan José Caballero Miranda, a los Ediles de la Ciudad de Bogotá de  todas las localidades, al Director Ejecutivo de la federación de Municipios Dr. Gilberto Toro, al Dr. Juan Carlos Henao Decano de la   facultad de derecho de la Universidad Externado de Colombia, Al Dr. German Rodríguez  Chacón Decano de la   facultad de derecho de la Universidad Autónoma, a la federación  Regional de Asociaciones de Ediles Centro, Sur y Occidente del país, FERCOSUR, Representantes de la Asociación de Ediles de  Santiago de Cali, Asociación de ediles de Cúcuta, Asociación de Ediles de Medellín, A los Alcaldes de Neiva y Pitalito,   a  los Ediles de Neiva Walter Cortez Rico, Gentil Javela Gómez, Erika Andrea Ortiz y se inscribió  el señor Diego Alejandro Corredor Presidente de ASOEDILCAS. 

II. OBJETO Y CONTENIDO  DEL PROYECTO DE LEY

El Proyecto de Ley N°001/2016 Cámara consta de dos (02) artículos incluyendo vigencia, así:
	Ley 130 de 1994
	Proyecto de Ley N°001/2016

	ARTÍCULO 13. FINANCIACIÓN DE LAS CAMPAÑAS. 

(…)d) Los municipios y distritos contribuirán a la financiación de la elección de las Juntas Administradoras Locales, su monto será determinado por el respectivo Concejo Municipal.
No tendrá derecho a la reposición de los gastos cuando su lista hubiere obtenido menos de la tercera parte de los votos depositados por la lista que haya alcanzado curul con el menor residuo.

En el caso de las Alcaldías y Gobernaciones, no tendrá derecho a reposición de gastos el candidato que hubiere obtenido menos del 5% de los votos válidos en la elección.

La reposición de gastos de campañas sólo podrá hacerse a través de los partidos, movimientos u organizaciones adscritas, y a los grupos o movimientos sociales, según el caso, excepto cuando se trate de candidatos independientes o respaldados por movimientos sin personería jurídica, en cuyo evento la partida correspondiente le será entregada al candidato o a la persona, natural o jurídica que él designe.

Los partidos y movimientos políticos distribuirán los aportes estatales entre los candidatos inscritos y el partido o movimiento, de conformidad con lo establecido en sus estatutos.

Los partidos y movimientos que concurran a las elecciones formando coaliciones determinarán previamente la forma de distribución de los aportes estatales a la campaña. De lo contrario, perderán el derecho a la reposición estatal de gastos.
	Articulo 1º. Modifíquese el inciso d) del Articulo 13 de la Ley 130 de 1994, el cual quedará así: 

d) La financiación de las campañas de elección para las Juntas Administradoras Locales se sujetara a las mismas reglas establecidas para los Alcaldes y Concejales. 

No tendrá derecho a la reposición de los gastos cuando su lista hubiere obtenido menos de la tercera parte de los votos depositados por la lista que haya alcanzado curul con el menor residuo. 

En el caso de las Alcaldías y Gobernaciones, no tendrá derecho a reposición de gastos el candidato que hubiere obtenido menos del 5% de los votos válidos en la elección. 

La reposición de gastos de campañas sólo podrá hacerse a través de los partidos, movimientos u organizaciones adscritas, y a los grupos o movimientos sociales, según el caso, excepto  cuando  se  trate de candidatos independientes o respaldados por movimientos sin Personería jurídica, en cuyo evento la partida correspondiente le será entregada al candidato o a la persona, natural o jurídica que él designe. 

Los partidos y movimientos políticos distribuirán los aportes estatales entre los candidatos inscritos y el partido o movimiento, de conformidad con lo establecido en sus estatutos. 

Los partidos y movimientos que concurran a las elecciones formando coaliciones determinarán previamente la forma de distribución de los aportes estatales a la campaña. De lo contrario, perderán el derecho a la reposición estatal de gastos.


Articulo 2º. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

III. ARGUMENTOS DEL HONORABLE AUTOR

El honorable autor señala que el desarrollo de los territorios se encuentra estrechamente relacionado con las distintas formas de participación de los ciudadanos en la formulación, ejecución y desarrollo de las políticas públicas, que deben incorporar soluciones que permitan mejoramientos en los niveles de calidad de vida de todas las personas, de manera inclusiva, sin que exista ningún tipo o forma de distingo. 

Nuestro ordenamiento jurídico y ordenamiento territorial privilegia como entidad fundamental al municipio, estableciéndolo como ente articulador del desarrollo y enfatizándolo en el articulo 311 del estatuto superior como la “…entidad fundamental de la división político administrativa del Estado”. Es pues el municipio, la entidad fundamental a partir de la que se erige y construye nuestro ordenamiento jurídico.

Sin embargo existen en los municipios unas entidades que cobran una gran importancia en el desarrollo de los territorios y que se convierten en una célula primaria de la participación en la democracia de los pueblos, las Juntas Administradoras Locales, quienes representan a los ciudadanos en una escala más reducida que el municipio (localidades, comunas y corregimientos). 
Las Juntas Administradoras Locales, son corporaciones públicas de elección popular, llamadas a impulsar, entre otras,  la participación ciudadana en el manejo de los asuntos públicos, el mejoramiento de la prestación de los servicios que prestan los municipios e impulsan distintas alternativas de inversión por parte del Estado; pues su focalización en secciones del territorio municipal, les permite a los ediles y comuneros, un contacto directo con los habitantes de la localidad, comuna o corregimiento, permitiendo con ello un conocimiento directo de las necesidades y problemáticas que se presentan.
La importancia de las Juntas de Administradoras Locales y el papel tan importante que juegan en los territorios de su jurisdicción, son reconocidos por la Constitución Política, pues tienen asignado rango constitucional y les define su papel y funciones en el nivel territorial, al establecer en el articulo 318 que “Con el fin de mejorar la prestación de los servicios y asegurar la participación de la ciudadanía en el manejo de los asuntos públicos de carácter local, los concejos podrán dividir sus municipios en comunas cuando se trate de áreas urbanas, y en corregimientos en el caso de las zonas rurales. 

En cada una de las comunas o corregimientos habrá una junta administradora local de elección popular, integrada por el número de miembros que determine la ley, que tendrá las siguientes funciones: 

1. Participar en la elaboración de los planes y programas municipales de desarrollo económico y social y de obras públicas. 

2. Vigilar y controlar la prestación de los servicios municipales en su comuna o corregimiento y las inversiones que se realicen con recursos públicos. 

3. Formular propuestas de inversión ante las autoridades nacionales, departamentales y municipales encargadas de la elaboración de los respectivos planes de inversión. 

4. Distribuir las partidas globales que les asigne el presupuesto municipal. 

5. Ejercer las funciones que les deleguen el concejo y otras autoridades locales. Las asambleas departamentales podrán organizar juntas administradoras para 

El cumplimiento de las funciones que les señale el acto de su creación en el territorio que este mismo determine…”

Los miembros de las Juntas Administradoras Locales prestan un invaluable servicio a la comunidad, articulan y propenden, desde el interior de los grupos sociales, el desarrollo de los territorios; funciones de gran importancia en un Estado  democrático y participativo como   el nuestro. De allí la perentoria necesidad de apoyar a ese grupo de lideres con la financiación de las campañas, auspiciando una igualdad de condiciones en el desarrollo de las justas electorales, ya que son los únicos miembros de Corporaciones públicas que no cuentan con esa contribución por parte del Estado,  a pesar de las obligaciones con costo económico que genera su aspiración: inscribir libros, rendición de  cuentas, entre otras. 
Se estima que desde el punto de vista financiero, acorde con el comportamiento electoral de las elecciones de 2015 para estas Corporaciones Públicas, se tienen unos resultados estimados que se pueden resumir de la siguiente forma:
En Colombia, en el año 2015 se presentaron un total de 14.471 candidatos a ediles, de los cuales quedaron elegidos 3.837 en todo el país por medio de un total de 7.685.822 votos válidos; siendo ésta última cifra la que sirve como base para la reposición de votos. (Datos tomados de la página www.registraduria.gov.co, consultados el 18 de julio de 2016).

De acuerdo con lo propuesto en este proyecto de Ley, los Ediles y Comuneros recibirían el mismo valor por reposición de votos  establecido para los Concejales, que fue fijado por el Concejo Nacional Electoral,  con  la  Resolución  No. 0130 de 03 de febrero de  2015, para las elecciones del 25 de octubre de  2015, en Mil Ochocientos Quince Pesos Moneda Legal Colombiana  ($1.815.oo). Es decir, que el Estado deberá girar a los partidos políticos por este concepto, la suma que resulte, de acuerdo  con   lo  fijado   por  el  Concejo  Nacional  Electoral para  las  próximas elecciones regionales multiplicado por el número de votos válidos por candidato, con lo cual se reconocerán los esfuerzos de orden económico que realizan los Ediles y Comuneros en sus aspiraciones de servir a la comunidad por su gestión en las Juntas Administradoras Locales (JAL).
IV. MARCO NORMATIVO
Dada la importancia de la normativa se han realizado varios desarrollos de la misma y que se encuentran contenidos en  La Ley 134 de 1994 que desarrolla los mecanismos de participación  y  la Ley  136 de 1994, que establecen y regulan la forma de organización y funcionamiento de los municipios, que incluye un capítulo específico sobre comunas y corregimientos (entre los artículos 117 al 140), en el que se establece el número de integrantes de las Juntas Administradoras Locales, sus funciones principales, forma de elección, régimen de  inhabilidades e incompatibilidades y organización, entre otros asuntos.

Igualmente la Ley 136 de 1994 dispone, particularmente, en el inciso segundo del artículo 119 que “…los miembros de las Juntas Administradoras Locales cumplirán sus funciones ad-honorem", asunto que en criterio de la Honorable Corte Constitucional se ajusta al contenido  de  la  carta  política  al  “… concluir  entonces  que  no  existe ninguna violación del artículo 13 de la Constitución Nacional al establecer que los ediles de las Juntas Administradoras Locales distintas a las de Santafé de Bogotá Distrito Capital desempeñen sus cargos sin ninguna remuneración, como lo dispone el artículo 119, inciso segundo, de la ley 136 de 1994 "por las cuales se dictan normas tendientes a modernizar la organización y funcionamiento de los municipios", como tampoco resulta quebrantado el artículo 1º de la Carta Política, pues la norma acusada no irroga ninguna lesión o irrespeto a la dignidad humana ni al trabajo; ni, tampoco el artículo 2º de la Constitución que ordena garantizar la efectividad de los principios consagrados en la Carta Política; ni, mucho menos el artículo 4º de la misma, que consagra la primacía de sus normas sobre todas las demás...” (Sentencia Corte Constitucional C-715 de 1998).

Si bien es cierto que el  marco jurídico no establece remuneración alguna para los miembros de las Juntas Administradoras Locales, salvo algunas excepciones, por el cumplimiento de sus funciones, también lo es que el legislador puede establecer algún tipo de compensación para que los ciudadanos puedan pensar en una postulación a formar parte del cuerpo colegiado y que tal vocación e interés de servicio a la comunidad le implican gastos para dar a conocer sus propuestas y se encuentran excluidos de la financiación de las campañas que regula la Ley 130 de 1994.

V. CONSIDERACIONES GENERALES DE LOS PONENTES

Competencia.
El Congreso  de la  Republica    tiene la facultad de legislar sobre esta  materia,  toda vez que   entre las funciones del congreso definidas en el artículo  150 de la Constitución  Política esta la   de  “Interpretar, reformar y derogar las leyes”, en este Caso   reformar la Ley 130 de  1994. 

Sin embargo como se trata de un proyecto que implica   gasto público es necesario que esa iniciativa sea avalada por el Ministerio de Hacienda.

En forma específica la elección de ediles de las Juntas Administradoras Locales, está contemplado en el artículo 260 de la Constitución política al establecer que los ciudadanos entre otros dignatarios, elegirán a los “miembros de las juntas administradoras locales”. Así mismo el artículo   318 a los Ediles les asigna la función de ejercer el control político en cada una de las localidades, comunas y corregimientos. Por su parte la Ley 1551 de 2012, establece el carácter gratuito de la labor de los ediles, pero también se ordena la adquisición de una póliza de vida, y la afiliación a la seguridad social en salud y en riesgos laborales para los ediles. 

Audiencia publica sobre el proyecto 001 de 2016
La audiencia pública como se anuncio anteriormente efectivamente se celebró el día   10 de noviembre de 2016 con la moderación del Dr. Humphrey Roa Sarmiento co ponente del proyecto. Participo el representante José Neftali Santos del Partido Liberal.

De las instituciones invitadas participaron en la Audiencia con sus respectivas posiciones las siguientes personas:

· El señor, Juan José Caballero Miranda, Presidente de la Federación Nacional de Ediles de Colombia. Agradece el interés de la Comisión Primera en este tema de la financiación de las campañas electorales de los ediles. Representa un mejoramiento de su calidad de vida y un reconocimiento de la importancia los ediles como la base del sistema democrático.

Manifiesta  también que aunque al Ley  136 -de  1994- establece que la labor de los ediles es ad honorem,  “ya paso  en el Congreso la Ley 237  de  Cámara”, de reconocimiento de honorarios para los Ediles. Sin embargo es de aclarar que se trata de un proyecto de Ley en tramite y que existe ponencia negativa, radicada el 1 de septiembre de 2016, solicitando archivar el proyecto 237 de 2016, en segundo debate. 

Expresa el Presidente de la Federación Nacional de Ediles de Colombia, que apoya la iniciativa de   reconocer los gastos electorales de los ediles por parte del Estado, porque muchos ediles reclaman que vienen siendo discriminados, puesto que son el único eslabón, al que no se le hace reconocimiento de los gastos electorales. 

Igualmente considera que se debe tener en cuenta la importancia de los ediles pues aportan más de 7 millones de votos según la Registraduría Nacional del Estado Civil. Concluyendo que están dispuestos de difundir entre los ediles las modificaciones que se hagan a la Ley 130 de 1994, en relación a la financiación de las campañas electorales de los ediles.  

-    El señor, Diego Alejandro Corredor, Presidente de ASOEDILCAS, que agrupa a los ediles del departamento del Casanare, manifiesta su apoyo a la modificación de la Ley  130 de  1994 sobre financiación de las campañas de los ediles.   Reitera el interés de que se modifique el artículo 13, para  que no sean los concejales  los que   tengan la potestad de  decidir el monto de la financiación de las  campañas, en tanto este articulo establece en el numeral  d) “Los municipios y distritos contribuirán a la financiación de la elección de las Juntas Administradoras Locales, su monto será determinado por el respectivo Concejo Municipal”.

· El señor, Héctor Enrique Cifuentes, Presidente de la Asociación de Ediles de Dosquebradas Risaralda también expresa el agradecimiento por el tramite de la iniciativa, porque es un estimulo para los candidatos a Ediles de las JAL y para fortalecer esta corporación. Llamando la atención de que se deben eligir candidatos que realmente estén dispuestos a prestar el servicio y desempeñar su cargo, porque considera que existe un déficit de representación en muchos municipios, por la falta de incentivos.

· La señora, Francy Helena Rojas Edil, de Neiva, considera muy importante el reconocimiento   y la remuneración de los gastos electorales, porque dignifica el trabajo y los ediles hacen una labor positiva en las comunas y corregimientos. 

· El señor, Alfredo Badel, delegado de la Federación Colombiana de Municipios considera muy importante el proyecto porque reduce una carga económica potencial a los municipios, que en la norma actual tienen que financiar los gastos electorales de los ediles con sus propios recursos.

En  síntesis se encontro   entre  los  ediles un respaldo  a la iniciativa  y se considera una medida que será  muy  bien recibida  por los mismos, como  estrategia para fortalecer aun mas la gestión pública  en  las comunas y corregimientos,    donde se  viven  con mayor  claridad los problemas y  necesidades de los colombianos. 

Financiación de los gastos electorales de los ediles.

La ley   130 del   13   de   marzo de 1994 establece el estatuto básico de los partidos y movimientos políticos y se dictan normas sobre su financiación y la de las campañas electorales.  
Concretamente articulo 13 define el sistema de financiación de las campañas electorales de los partidos y movimientos políticos, lo mismo que las de los movimientos sociales y grupos significativos de ciudadanos que postulen candidatos de conformidad.

Dicha  norma fija el reconocimiento de  los   gastos electorales  exclusivamente para  los candidatos  a Presidente,  Gobernador, Alcalde,  Congresistas, Diputados y Concejales,  excluyendo a  los  candidatos a Ediles de las  Juntas Administradoras  Locales.  Sin embargo el mismo artículo dispone que “Los municipios y distritos contribuirán a la financiación de la elección de las juntas administradoras locales, su monto será determinado por el respectivo concejo municipal”.

Sin embargo esta disposición no se  viene cumpliendo,  pues en un alto porcentaje  los municipios   presentan una  situación financiera muy  difícil,  la  mayoría de  sus rentas  están totalmente comprometidas y esta situación  no les permite cofinanciar las  campañas electorales de  los ediles. Aparte de algunas   capitales de departamento en la gran mayoría de municipios de país, no se destinan recursos para cofinanciar los gastos electorales de los ediles, quedando este grupo de ciudadanos en condiciones de desventaja frente a otros actores políticos. 

La ley   130 de 1994 fija como criterio de reposición de los votos, un tope mínimo de votos al establecer que “no tendrá derecho a la reposición de los gastos cuando su lista hubiere obtenido menos de la tercera parte de los votos depositados por la lista que haya alcanzado curul con el menor residuo”.

Experiencias en otros países 

La   operación de Juntas Administradoras Locales y la elección de ediles,    en el nivel territorial local, no es  una práctica corriente en varios países de America Latina,  puesto que una figura similar solo funciona   en Venezuela  y Ecuador donde operan las llamadas Juntas parroquiales que tienen una 
Jurisdicción territorial similar a la de Colombia, y donde también son   elegidas popularmente mediante voto. 

En países como Argentina, Brasil, Chile, Uruguay, Bolivia, México o Panamá operan los conejos municipales o ayuntamientos con jurisdicción territorial en todo el municipio, pero no existe una subdivisión política adicional de los territorios, correspondiente a las JAL.

En cuanto a la financiación de los gastos electorales para los candidatos a diferentes   corporaciones,   predomina un sistema mixto, con tendencia a favorecer el financiamiento público, y a la vez estableciendo límites legales a la financiación privada, al fijarse topes máximos a los gastos. 

Así mismo existe una tendencia a controlar  el aumento de gasto  público acortando campañas  en  un periodo limitado, con cierto predominio del financiamiento de  los partidos   y no exclusivamente de los candidatos, sin embargo en America Latina  existen  diversos sistemas de financiamiento que no permiten establecer un patrón único, puesto que  existen diferencias significativas  entre los países de la región. 

Los sistemas de financiamiento político apuntan a fomentar una competencia política abierta y libre, basada en condiciones de equidad y transparencia. Por esta razón parece  lógico que  no se establezcan diferencias en el origen del financiamiento  ya sea  con recursos del presupuesto nacional o de los municipios  y se busque  asignar esta responsabilidad exclusivamente  a  la nación,  para aliviar la responsabilidad de  los municipios,   que   en general tienen una  alta carga, dado el  modelo de descentralización de funciones hacia  los municipios  que existe en Colombia.  

Por  ello la profundización de  los espacios  democráticos y la necesidad de una   mayor   participación política  en la gestión de  los asuntos públicos locales   es hoy una  necesidad  y deben hacerse esfuerzos por  motivar la  mayor intervención de la  ciudadanía, contribuyendo a financiar los gastos electorales  de  los  ediles, pues  se   trata del nivel  mas débil , pero con una alta incidencia en los asuntos  de interés local, donde el ciudadano percibe con mayor claridad el impacto de la  eficacia o  la precariedad de las políticas públicas. 

Principales inquietudes de los ediles 

En un reciente Congreso de ediles realizado junio de  2015 en Neiva,  las principales inquietudes de los ediles contemplaban la posibilidad de que les paguen honorarios por su trabajo, una mayor ingerencia en la asignación de  los  presupuestos de los municipios, una   efectiva  implementación de los planes de desarrollo local,   un mayor apoyo para la operación logística de las JAL y un mayor  reconocimiento  como  verdaderos líderes políticos y no únicamente  cuadros electorales del nivel  comunal o corregimental.  Reclaman que se les debe dar un mayor protagonismo y una mayor autonomía,   destacando su papel Como servidores públicos. Igualmente se demanda la financiación nacional de las campañas electorales para compensar en parte el carácter gratuito del trabajo de los ediles. 

  

 Monto   de los gastos.

Según  las cifras presentadas por   el autor de la iniciativa,    teniendo en cuenta  el   numero total de   candidatos a ediles en Colombia  y tomando como referencia el monto mínimo reconocido a los   candidatos a  concejales,  el monto  estimado de los gastos a  reconocer a   los ediles estaría aproximadamente en $  13.794 millones, cifra que se podría incrementar por el ajuste de los gastos que  se debe aplicar , según lo establecido en la  la Ley 1475  de  201,  lo que representa una cifra  importante, sobre todo en una época de   fuertes restricciones en las finanzas  públicas, por efectos de la caída de  la contribuciones  del sector  de minas  y petróleos. Sin embargo el esfuerzo de garantizar una efectiva cofinanciación publica para las campañas electorales de los candidatos ediles, en una coyuntura de postconflicto es una medida conveniente y    necesaria.

Importancia de los ediles 

En el diseño institucional   existente en Colombia ,  es necesario darle una mayor preponderancia  y apoyo a  las actividades que desempeñan  los ediles que representan  el nivel  básico de  gestión de  los organismos de elección popular, porque    es donde  tienen el  mayor contacto con  los servicios que demanda  la ciudadanía  y   pueden incidir de manera directa en  la orientación de  los gastos que se ejecutan en barrio s y veredas  del país. Por ello el    
Artículo 318 de la Constitución Política establece que las principales funciones de los ediles son las siguientes:

· Participar en la elaboración de planes y programas municipales de desarrollo económico y social y de obras públicas.

· -Vigilar y controlar la prestación de los servicios públicos en su comuna o corregimiento y las inversiones que se realicen.

· Formular propuestas de inversión ante las autoridades de los diferentes niveles de la administración pública.

· Distribuir las partidas globales que les asigne el presupuesto municipal.

· Ejercerlas funciones que les delegan los concejos municipales y otras autoridades locales.  

El autor de la iniciativa en la exposición de motivos señala que “Los miembros de las Juntas Administradoras Locales prestan un invaluable servicio a la comunidad, articulan y propenden, desde el interior de los grupos sociales, el desarrollo de los territorios; funciones de gran importancia en un Estado democrático y participativo como el nuestro. De allí la perentoria necesidad de apoyar este grupo de lideres con la financiación de las campañas, auspiciando una igualdad de condiciones en el desarrollo de las justas electorales, ya que son los únicos miembros de corporaciones públicas que no cuentan con esa contribución por parte del Estado, a pesar de las obligaciones con costo económico que generan su aspiración: inscribir libros, rendición de cuentas, entre otras.”

Como ocurre con los sistemas de financiación de las campañas electorales   esta iniciativa busca    contribuir a profundizar la democracia y ofrecer oportunidades en igualdad de condiciones entre otras razones para: 

- Garantizar una mayor competencia electoral y promover la equidad política.
- Incrementar la transparencia mediante el fortalecimiento de los mecanismos de rendición de cuentas y de divulgación. 

- Racionalizar el   gasto electoral para que la elección de ediles sea mas competitiva, limitando el gasto exclusivamente privado que puede derivar en elegir exclusivamente a candidatos adinerados.  
- Limitar el tráfico de influencias, la corrupción política y el ingreso de dinero ilícito en las finanzas de los partidos. 

Estas acciones deben  complementarse  con    una adecuada rendición de cuentas, un fuerte control a  la inobservancia de   los topes en los gastos  electorales como opera para Alcaldes  y  concejales, un mayor financiamiento público de   los partidos , una mayor regulación del financiamiento privado, una  mayor  divulgación para  mejorar la   transparencia, con la presentación de informes periódicos, auditoria, acceso público a la contabilidad y publicidad.

VI. PROPOSICIÓN

Por las razones expuestas y subsanando el requerimiento de que esta iniciativa sea avalada por el Ministerio de Hacienda puesto que implica   gasto público, PROPONEMOS: Dar primer debate al PROYECTO DE LEY NÚMERO 001 DE 2016 CÁMARA “por el cual se modifica la ley 130 de 1994, en materia de financiación de las campañas de los candidatos a las Juntas Administradoras Locales”.
De los honorables congresistas,

HUMPRHEY ROA SARMIENTO


BERNER ZAMBRANO  ERASO                               

Representante a la Cámara


Representante a la Cámara

VII. TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY 001 DE 2016 CÁMARA.

“Por el cual   se modifica la Ley 130 de 1994, en materia de financiación de las campañas de los candidatos a las Juntas Administradoras Locales”.
El congreso de Colombia:

DECRETA:

Artículo 1º. Modifíquese el inciso d) del artículo 13 de la Ley 130 de 1994, el cual quedará así:

d) La financiación de las campañas de elección para las Juntas Administradoras Locales se sujetará a las mismas reglas establecidas para los Alcaldes y Concejales.

No tendrá derecho a la reposición de los gastos cuando su lista hubiere obtenido menos de la tercera parte de los votos depositados por la lista que haya alcanzado curul con el menor residuo.

En el caso de las Alcaldías y Gobernaciones, no tendrá derecho a reposición de gastos el candidato que hubiere obtenido menos del 5% de los votos válidos en la elección. La reposición de gastos de campañas solo podrá hacerse a través de los partidos, movimientos u organizaciones adscritas, y a los grupos o movimientos sociales, según el caso, excepto cuando se trate de candidatos Independientes o respaldados por movimientos sin Personería jurídica, en cuyo evento la partida correspondiente le será entregada al candidato o a la persona, natural o jurídica que él designe.

Los partidos y movimientos políticos distribuirán los aportes estatales entre los candidatos inscritos y el partido o movimiento, de conformidad con lo establecido en sus estatutos. Los partidos y movimientos que concurran a las elecciones formando coaliciones determinarán previamente la forma de distribución de los aportes estatales a la campaña. De lo contrario, perderán el derecho a la reposición estatal de gastos. 
Artículo 2º. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

Bogotá, noviembre 18 de 2016.

HUMPRHEY ROA SARMIENTO


BERNER ZAMBRANO  ERASO                               

Representante a la Cámara


Representante a la Cámara
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